
 
ELECCIONES Y DIALOGO 

 
 

GUSTAVO CASTRO SOTO 
 SAN CRISTÓBAL DE LAS CASAS, CHIAPAS, MÉXICO; 18 DE JUNIO DE 1997  

 
 
 
El 8 de junio, la Comisión Nacional de Intermediación (CONAI), lanzó a la opinión 
pública un pronunciamiento sobre el contexto y la situación que guarda el diálogo de 
San Andrés. La CONAI manifiesta que el incumplimiento de los acuerdos ha puesto en 
crisis el diálogo y la misma vía de negociación. 
 
Los elementos a que hace mención dicho comunicado son: 1) el incumplimiento 
gubernamental sobre los acuerdos de la mesa 1; 2) las provocaciones y tensiones en 
diversos municipios que han dañado profundamente el tejido sociocultural de las 
comunidades; 3) la creciente presencia militar que profundiza un escenario de guerra 
latente; 4) el método de provocar conflictos y divisiones y así justificar la intervención 
de cuerpos policiacos y paramilitares; 5) las medidas unilaterales de los tres poderes del 
estado de Chiapas que pretende hacer aparecer, sin base, como cumplimiento de 
compromisos derivados de San Andrés (como son las consultas sobre la 
remunicipalización y las mesas de negociación para la Zona Norte) y; 6) la violación 
creciente a los derechos humanos. 
 
Para la CONAI, el siguiente conjunto de medidas serían los hechos que recuperarían las 
condiciones de confianza y credibilidad para que la vía del diálogo y negociación sea la 
que conduzca la solución a las causas reales de los conflictos: 1) el cumplimiento de los 
Acuerdos de San Andrés; 2) la liberación de los presos; 3) el establecimiento de una 
Mesa de Coyuntura para darle salida a los conflictos regionales; 4) iniciar el proceso de 
la Mesa 2, de Democracia y Justicia; 5) la reactivación de la Comisión de Seguimiento 
y Verificación (COSEVER) y; 6) el estricto respeto a la voluntad popular para 
expresarse en las urnas así como las condiciones favorables para la realización de los 
comicios. 
 
Ante estas condiciones necesarias para la reanudación del diálogo en San Andrés, la 
voluntad política y respuesta del gobierno federal y estatal han sido opuestas, por la vía 
de los hechos. Mencionamos las siguientes: 
 
MILITARIZACION: 
 
En los últimos días el ejército se ha dado a la tarea de crear nuevos cuarteles y 
campamentos militares: en Ocosingo, en la comunidad de las Tazas, en el municipio 
rebelde de San Manuel y en la comunidad Dolores la Palma, cerca de el Prado, 
municipio rebelde de Francisco Gómez; en el municipio de Las Margaritas, en la 
comunidad del Edén, municipio rebelde de San Pedro Michoacán, donde los zapatistas 
interrumpieron el acto gubernamental de consulta para la nueva remunicipalización y en 
Flor del Río. Ante este panorama, los rumores en las comunidades de Ocosingo sobre 
una nueva ofensiva militar se hacen presentes en medio de patrullajes y presencia más 



fuerte de vuelos rasantes y helicópteros en el municipio, así como entrenamientos con 
fuego en varios campamentos militares. 
 
No en balde la COCOPA manifiesta su preocupación de que por lo menos 50 mil 
chiapanecos dejarían de votar en las próximas elecciones. Si a ello le sumamos, según 
algunas fuentes periodísticas, unos 20 mil soldados en las Cañadas y en la Selva 
Lacandona cuyos votos serán garantizados para el partido oficial, y más de 12 horas de 
camino para algunos campesinos con el fin de llegar a su casilla correspondiente para 
ejercer el voto, el panorama de las condiciones electorales no parece nada adecuado. 
 
Ante las denuncias de posible tráfico de armas por parte del Ejército Mexicano, la 
Fábrica de Vestuario y Equipo de la Defensa Nacional (FAVEDENA), tuvo que 
explicar que diariamente se confeccionan 2,400 uniformes, 3 mil pares de botas, además 
de muebles metálicos, equipo, banderas oficiales, zapatos, chalecos antibalas, etc., bajo 
estricto control inventariado. 
 
Cabe señalar que el Secretario de la Defensa Nacional (SEDENA), por segunda vez en 
el presente mes, ha visitado los campamentos militares de Chiapas. En la última ocasión 
visitó los de Salto de Agua en la Zona Norte, Ocosingo y Rancho Nuevo, en San 
Cristóbal de las Casas. 
 
SEGURIDAD PUBLICA: 
 
La Seguridad Pública ha creado 4 casetas de vigilancia en la cabecera municipal de 
Venustiano Carranza, con aproximadamente 500 efectivos para controlar una de las 
regiones donde el movimiento campesino y los maiceros han mostrado gran capacidad 
de movilización. Ya en pasados boletines hemos hablado de los miles de campesinos 
que se han manifestado bloqueando a muchos municipios de la región centro y frailesca. 
 
PARAMILITARES: 
 
En las últimas semanas ha repuntado el accionar de los grupos paramilitares como los 
"Chinchulines" y "Desarrollo, Paz y Justicia" en la Zona Norte. Ahora, en Simojovel, en 
la comunidad de la Ceiba, se habla de otro grupo paramilitar apoyado por los regidores 
priístas. Por otro lado, un nuevo enfrentamiento sacude al municipio de Pueblo Nuevo 
además de las nuevas amenazas de muerte a miembros de la Coordinación de 
Organismos No Gubernamentales por la Paz (CONPAZ), personas simpatizantes del 
zapatismo y a la diputada perredista Ema Toledo. 
 
DESALOJOS: 
 
Nuevamente los desalojos se intensifican en el estado. Recientemente, en el municipio 
de Carranza se da el tercer desalojo registrado en las últimas semanas. Además, aledaño 
al campamento militar en Palenque, más de 200 familias perredistas son desalojadas en 
los últimos días por un fuerte operativo de la policía de Seguridad Pública. 
 
El gobierno informa que desde 1994 a la fecha, el 85% de las tierras invadidas han sido 
devueltas a sus dueños (desalojos). Afirma que solo quedan por "recuperar" 172 predios 
fuera de la zona de conflicto. De los 800 predios invadidos. solo 179 fueron adquiridos 
y el resto "devueltos a sus legítimos dueños". 



 
DESPLAZADOS: 
 
El diálogo suspendido y previo a las elecciones, se calculan alrededor de 5 mil 
desplazados en la Zona Norte (incluyendo los 2 mil desplazados de Chenalhó) y que 
han perdido su documentación electoral. Sin embargo, el gobierno del estado insiste en 
que los últimos acontecimientos en el estado son "hechos aislados del proceso 
electoral". Por su cuenta, solo confirma la presencia de mil 391 desplazados en la Zona 
Norte y 3 mil 155 que ya han retornado a sus comunidades de origen. 
 
PRESOS: 
 
Los presos políticos han sido una carta importante de negociación y presión como 
rehenes políticos por parte del gobierno ante las organizaciones campesinas. Desde el 
14 de mayo hasta el 2 de junio, se calculan 31 presos liberados de la Zona Norte, del 
municipio de El Bosque y de Salto de Agua, por desistimiento del Procurador de 
Justicia del Estado, al no encontrar elementos que justifiquen un acción penal. Sin 
embargo, todavía quedan un total de 61 presos (54 de la organización "La Voz de Cerro 
Hueco", 4 del municipio de Yajalón y 3 de Pichucalco). Por otro lado, el gobierno 
destituye y nombra a 8 nuevos directores de penales en el estado. 
 
DIOCESIS DE SAN CRISTOBAL DE LAS CASAS. 
 
En las últimas semanas, la prensa ha incrementado sus ataques y calumnias contra la 
Diócesis de San Cristóbal. Las acusaciones de algunos columnistas del diario "Cuarto 
Poder" han insistido en que la Diócesis lleva a cabo acciones desestabilizadoras, es 
acusada también de apoyar y dirigir a grupos de catequistas asesinos en las 
comunidades, de provocar la violencia. Del mismo modo, el obispo Samuel Ruiz y el 
coadjutor Raúl Vera, han sido acusados de lo mismo junto con algunos sacerdotes de la 
Zona Norte. Por otro lado, las autoridades migratorias han suspendido la renovación del 
visado a un sacerdote extranjero. 
 
DERECHOS HUMANOS: 
 
Por si fuera poco, el gobierno del estado nombra al nuevo titular de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos (CNDH), Cuauhtémoc López Sánchez Coello, quien fue el autor 
del Código Penal más represivo en la historia moderna de Chiapas y quien mandó a la 
cárcel a decenas de líderes sociales cuando fue Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado. Tipificó como delitos el motín, la asonada, la rebelión y la autoría 
intelectual y propuso el exterminio del EZLN cuando fue diputado federal. Ahora, este 
personaje, será para el gobierno quien defienda los derechos humanos de los 
campesinos e indígenas. 
 
CAMPAN-A GUBERNAMENTAL: 
 
El gobernador del estado de Chiapas, Ruiz Ferro, ha fortalecido sus giras de cara a las 
elecciones del 6 de julio. Recientemente visitó el municipio de Ocosingo y, ahora, 
acompañado del titular de la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), Carlos Rojas, 
se reúne con 16 presidentes municipales de los Altos (aunque en Chilón 300 campesinos 
no dejaron bajar el helicóptero del gobernador) para prometer 10 millones de pesos en 



obras sociales, para proyectos productivos, para el Fondo de Desarrollo Social 
Municipal y para el Programa de Empleo Temporal denunciado ya por muchas 
organizaciones campesinas por incumplimiento de fondos que no llegan. Dentro de 
estas obras, destacan en su mayoría presupuestaria la de caminos rurales que, como 
sabemos, benefician ahora más al ejército que a las mismas comunidades. 
 
Además, la SEDESOL afirmó que, para el presente año, en Chiapas se destinarán mil 
330 millones de pesos para la inversión social. (Para mayores informes sobre las 
inversiones en el estado, véase el Boletín No. 59). 
 
Estas giras están acompañadas de anuncios de fuertes inversiones de algunos 
organismos multilaterales para rescatar, más que a la pobreza, al mismo PRI que ve 
perdidas las elecciones federales en muchos estados. Recientemente, la UNICEF 
anuncia más de un millón de dólares para Chiapas con un techo financiero de 150 mil 
dólares para agua, saneamiento y medio ambiente en la región de Ocosingo. 
 
REFUGIADOS: 
 
Y antes de que las cosas empeoren, autoridades guatemaltecas han asegurado que en el 
presente año, 5 mil refugiados guatemaltecos, de los todavía 18 mil que hay en la 
entidad, serán rapatriados a su país. Por lo pronto, antes de las elecciones, un nuevo 
contingente de refugiados retornará a Guatemala. 
 
 
 


